
¿por qué una ley penal?

Durante el transcurso de la epidemia del SIDA en EE.UU., se ha debatido constantemente la
necesidad de leyes que castiguen a individuos que se saben VIH+ y exponen a otra persona al

VIH (llamado a veces exposición intencional al VIH o con conocimiento). Gran parte del debate se
ha polarizado entre la criminalización de toda exposición al VIH y ninguna criminalización. Una
postura más razonable tal vez se encuentra entre los dos extremos. 
Las formas principales de transmisión del VIH (actividad sexual y consumo de drogas) ya son
áreas controversiales en el campo legal así como en el de la salud pública. Las investigaciones, las
normas sociales y los valores personales en torno al sexo y al consumo de drogas (y por lo tanto al
VIH y a su prevención) varían muchísimo. No es de extrañarse que la discusión sobre el uso de la
ley o derecho penal (criminal law) para castigar la exposición al VIH sea tan acalorada.
Un análisis de leyes, casos y encuestas de opinión pública indica que existe apoyo para leyes que
condenen por lo menos algunos comportamientos que exponen a otros al VIH, por ejemplo, leyes
que imponen castigos adicionales por delitos violentos tales como violación o asalto cuando el
agresor es VIH+. Sin embargo, la forma en que están redactadas las leyes actuales sobre la 
exposición al VIH podría perjudicar gravemente a las personas VIH+. La justificación de algunas
de estas leyes se ha basado en percepciones erróneas sobre el riesgo de transmisión, lo cual puede
criminalizar actos con poco o ningún riesgo de propagar el VIH. Asimismo, no existe evidencia de
que el uso de la ley penal sea una estrategia eficaz para la prevención del VIH.
La pregunta que surge es: ¿Cómo pueden colaborar con mayor armonía el derecho penal sobre la
transmisión del VIH y los esfuerzos de salud pública para lograr mejores resultados en la 
comunidad?

¿cuáles son las leyes?

Aunque en EE.UU. no existen leyes federales sobre la exposición al VIH, el Congreso ha 
proporcionado apoyo explícito a esfuerzos estatales. En 1990, la ley de Ryan White CARE

(que provee fondos para la atención del SIDA) requirió que cada estado certificara que sus leyes
criminales eran “adecuadas para enjuiciar a cualquier individuo infectado con VIH” que con
conocimiento exponga al VIH a otra persona. (Este requisito fue eliminado en el 2000 cuando todos
los estados certificaron que tenían dichas leyes.)1

Los gobiernos estatales han respondido de tres maneras generales para convertir en delito la
exposición al VIH por una persona que se sabe infectada: 1) Adoptar leyes específicas sobre el
VIH; 2) Depender de leyes que regulan las enfermedades de transmisión sexual (ETS) y 3) Aplicar
estatutos penales generales contra el asalto o la imprudencia temeraria.1

Leyes específicas al VIH: Desde mayo del 2005, 24 estados tienen leyes que castigan 
específicamente la exposición al VIH como delito por separado, pero estas leyes varían 
significativamente. Muchas abarcan la actividad sexual, el uso de jeringas compartidas y la
donación de sangre. Con menos frecuencia, mencionan otras actividades como morder y escupir
que tienen poco o ningún riesgo de propagar el VIH. La mayoría de estas leyes no requieren que la
persona VIH+ llegue a infectar a otro, sino que simplemente realice con conocimiento algún acto
que pudiera poner a otra persona en riesgo de contraer el VIH. Los castigos por violar la ley varían
entre un año en prisión, como mínimo, hasta la condena perpetua como máximo.2,3

Doce de estos estados también tienen leyes que identifican específicamente la exposición al VIH
como una razón para aumentar la condena por un delito existente (por ejemplo, asalto sexual o
prostitución). Otros tres estados tienen estas leyes de condena aumentada pero no tienen leyes que
identifiquen la exposición al VIH como delito por separado.
La amplia gama de conductas y los posibles castigos muestran la complejidad para crear leyes
sobre la exposición al VIH. Si bien las leyes más ambiguas permiten mayor flexibilidad, las más
específicas pueden impedir la aplicación inadecuada. Es especialmente difícil encontrar el 
equilibrio en un campo como el VIH/SIDA, en el cual el conocimiento sobre el virus, la 
transmisión y la prevención avanza y cambia constantemente.
Leyes sobre las ETS y estatutos generales: Seis estados de EE.UU. se apoyan en leyes existentes
sobre las ETS y 17 estados carecen de regulaciones tanto para VIH como para ETS por lo que
aplican leyes penales generales. Sin embargo los casos de VIH no siempre se encajan fácilmente en
los estatutos generales.4 Por ejemplo, la definición legal general del asalto como el contacto físico
no deseado, escasamente contempla la naturaleza del consentimiento involucrado en conductas que
pueden resultar en una exposición al VIH.
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¿por qué hacer uso de la ley?

El derecho penal refleja el interés de la sociedad por proteger a las personas contra daños
graves.5 En el caso de la exposición al VIH, las leyes penales se pueden aplicar para impedir

que las personas VIH+ realicen actos que pudieran exponer a otros al VIH y posiblemente hacerles
daño. Estos actos potencialmente dañinos son similares a otros actos prohibidos por dichas leyes.
Las leyes penales se usan a veces para reflejar las normas de la comunidad sobre el 
comportamiento socialmente aceptable. Algunas leyes sobre la exposición al VIH requieren que
la persona VIH+ revele su condición a su pareja antes de realizar cualquier actividad de alto
riesgo. De esta manera, la ley sirve para establecer una norma de conducta para cierto grupo
en particular y podría compartir las  metas de las políticas de salud pública.6

Las leyes penales se pueden emplear para alentar que las personas VIH+ dejen de participar en
actividades de alto riesgo que exponen a otros al VIH. Sin embargo, actualmente no existe 
evidencia publicada de que las leyes penales hayan logrado otra meta que no sea el castigo en el
contexto de la exposición intencional al VIH.

¿cuáles son las preocupaciones?

Actualmente, ningún estudio ha comprobado que la criminalización de la transmisión del VIH
sea un método eficaz de prevención del VIH.7 Además, muchas personas desconocen las

leyes vigentes sobre el VIH en su estado, lo que impide que éstas influyan en su comportamiento.
Entre quienes conocen dichas leyes, los estatutos podrían aumentar el estigma contra una 
enfermedad ya muy temida y muy malentendida. Además, la amenaza de un juicio penal puede
desalentar a las personas a recibir pruebas, consejería y tratamiento del VIH.8 De esta manera,
las leyes penales podrían contrarrestar los esfuerzos de salud pública porque las personas que
desconocen su condición de VIH podrían ser más propensas a participar en comportamientos
de alto riesgo y por lo tanto aumentar la propagación del VIH.9

Existen preocupaciones también sobre el estigma y la discriminación en las condenas por la
exposición al VIH. Bajo algunas de las leyes penales más extremas sobre la exposición al VIH,
las sentencias pueden ser tan largas como de 10 a 25 años. Algunas personas enjuiciadas por
haber expuesto a otros al VIH han recibido estas extensas condenas aunque la víctima no 
resultara infectada.10

Muchas leyes castigan el fallo de revelar la condición de VIH+ a la pareja sexual, sin embargo
las personas VIH+ pueden tomar medidas para evitar el contagio del VIH sin señalar su 
condición. Además, muchos factores pueden influir en la capacidad de la persona para revelar
su infección de VIH en el contexto de su relación de pareja. Una encuesta de personas VIH+
encontró que el 42% de los hombres homosexuales, el 19% de los heterosexuales y el 17% de
las mujeres reportaron haber tenido sexo sin revelar su condición de VIH.11 Asimismo, los 
estudios muestran que la revelación de la condición de VIH no se asocia necesariamente con el
uso de condones u otra actividad para reducir el riesgo.12

¿cómo encontrar equilibrio?

Las leyes usadas para castigar la exposición al VIH varían ampliamente según el estado en los
EE.UU. Aunque algunos aspectos de las leyes apoyen los esfuerzos de salud pública, otros

pueden contradecirlos. Es necesario equilibrar la ley penal y las metas de salud pública de 
manera que ambas tengan la mayor eficacia posible.
Es importante aumentar la conciencia de la existencia de estas leyes entre  las organizaciones
comunitarias y otras que atienden a personas VIH+. Ésto puede apoyar la meta de dichas leyes
(impedir el comportamiento de riesgo) y permitir que los individuos VIH+ tengan una mayor
voz en la creación de leyes que los afectan directamente.
Los legisladores y formuladores de normas y políticas pueden tomar varias medidas para lograr
esta justa medida. En los estados que no tienen leyes específicas sobre el VIH, no hace falta crear-
las. Numerosos estados han podido tomar acción legal al respecto valiéndose de los estatutos gen-
erales. De hecho la ONUSIDA específicamente recomienda no destacar al VIH de esta manera.13

Para los estados que ya tienen leyes específicas sobre el VIH, los legisladores pueden encontrar
el punto medio apoyando leyes que reflejen medidas de prevención y conocimientos exactos
sobre la transmisión del VIH. Actualmente muchas leyes  establecen conductas condenables sin
considerar las normas de prevención emitidas por los CDC (tales como el uso del condón). Se
podrían incorporar protecciones adicionales al formular leyes dirigidas únicamente a 
infractores persistentes después de que las medidas menos restrictivas de salud pública hayan
fallado en lograr cambios de conducta.
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